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Una empresa que presta servicios de internet promovió un 
juicio de amparo en contra de la resolución del Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial que le ordenó bloquear 
el acceso a un sitio web que permite descargar películas en 
forma no autorizada. También reclamó los artículos de la 
Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial y del 
Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor en los 
que se fundó aquella resolución. El Juez de Distrito negó el 
amparo porque las normas reclamadas no invaden la 
autonomía regulatoria del extinto Instituto Federal de 
Telecomunicaciones y porque la medida cuestionada se 
justifica por la protección de los derechos autorales. 
 
La impugnación formulada en el presente asunto no reúne 
las condiciones necesarias para examinar en el fondo la 
validez abstracta de las normas reclamadas, en cuanto a la 
facultad que otorgan al IMPI para ordenar el bloqueo de 
páginas de internet, pues los argumentos de la quejosa no 
combaten la totalidad de las razones por las cuales el Juez 
de Distrito negó el amparo. Por lo tanto, procede confirmar 
la sentencia recurrida, sin que ello implique la convalidación 
de actos de censura de contenidos difundidos a través de 
medios electrónicos, pues el sentido de la decisión obedece 
exclusivamente a la insuficiencia de los agravios. 

 
 
 
 
En la materia de la revisión, competencia de esta SCJN, se 
confirma la sentencia recurrida, se niega el amparo contra 
la norma legal reclamada y se reserva jurisdicción al 
Tribunal Colegiado de Circuito.
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en la sesión correspondiente al … de … de dos mil 

veintiséis, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 625/2025 

interpuesto por la empresa “A” (en lo subsecuente la empresa “A”), 

en contra de la sentencia dictada el treinta y uno de enero de dos mil 

veinticinco por el Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa 

en la Ciudad de México, en el juicio de amparo indirecto 1768/2024. 

 

El problema jurídico que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

debe resolver consiste en determinar si los agravios de la revisión 

principal combaten la totalidad de las consideraciones de la sentencia 

recurrida, en las que se sustentó la negativa del amparo en contra del 

artículo 344, fracción VII, de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial, el cual faculta al Instituto Mexicano de la 
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Propiedad Industrial para ordenar la suspensión, bloqueo o remoción 

de contenidos difundidos a través de medios virtuales, digitales o 

electrónicos en los procedimientos que sustancie por la afectación a 

los derechos tutelados por dicho ordenamiento. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Actividad de la quejosa. La empresa “A” cuenta con diversos títulos 

de concesión para operar redes de telecomunicaciones en el país y 

para prestar, entre otros, los servicios de transmisión de datos, 

televisión y audio restringidos. 

 

2. Procedimiento administrativo. Por escrito presentado ante el 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (en lo subsecuente 

“IMPI”) el veinticinco de julio de dos mil veinticuatro, las personas 

morales empresas “B”, “C”, “D”, “E”, “F” y “G” (en lo subsecuente 

empresas “B”, “C”, “D”, “E”, “F” y “G”, respectivamente) solicitaron la 

declaración administrativa de infracción en materia de comercio1, en 

 
1 En vía de aclaración, las solicitantes precisaron que las infracciones que consideraron 

cometidas en su perjuicio encuadran en las hipótesis previstas en el artículo 231, 

fracciones I, III y X, esta última en relación con el artículo 27, fracciones I y II, inciso 

d), de la Ley Federal del Derecho de Autor, que son del tenor siguiente: 

Artículo 231. Constituyen infracciones en materia de comercio las siguientes conductas 

cuando sean realizadas con fines de lucro directo o indirecto: 

I. Comunicar, poner a disposición o utilizar públicamente una obra protegida por 

cualquier medio, y de cualquier forma sin la autorización previa y expresa del autor, 

de sus legítimos herederos o del titular del derecho patrimonial de autor; 

[…] III. Fijar, grabar, producir, reproducir, almacenar, distribuir, comunicar, poner a 

disposición, transportar o comercializar copias de obras, obras cinematográficas y 

demás obras audiovisuales, fonogramas, videogramas o libros, protegidos por los 

derechos de autor o por los derechos conexos, sin la autorización de los respectivos 

titulares en los términos de esta Ley; 

[…] X. Las demás infracciones a las disposiciones de la Ley que impliquen conducta 

a escala comercial o industrial relacionada con obras protegidas por esta Ley. 

Artículo 27. Los titulares de los derechos patrimoniales podrán autorizar o prohibir: 

I. La reproducción, publicación, edición o fijación material de una obra en copias o 

ejemplares, efectuada por cualquier medio ya sea impreso, fonográfico, gráfico, 

plástico, audiovisual, electrónico, fotográfico u otro similar. 
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contra del propietario, responsable o encargado de los sitios de 

internet identificados con los dominios sitio de internet “A” y sitio de 

internet “B” (en lo subsecuente sitios de internet “A” y “B”, 

respectivamente), por la difusión no autorizada de diversas obras 

cinematográficas sobre las que detentan derechos patrimoniales de 

autor. 

 

3. Solicitud de medida provisional. Las empresas solicitaron la 

imposición de la medida provisional prevista en el artículo 344, 

fracción VII, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, 

consistente en la suspensión, bloqueo y remoción de los contenidos 

que están disponibles en los sitios de internet denunciados2.  

 

4. Las promoventes solicitaron, de manera cautelar, que en el caso en 

que el presunto infractor incumpliera la medida provisional, ésta se 

comunicara a diversos prestadores del servicio de acceso a internet, 

entre quienes se incluyó a la empresa “A”. Lo anterior, para el efecto 

de que, en vía de colaboración y protección de los derechos de autor, 

realizaran el bloqueo en sus plataformas electrónicas de los sitios de 

internet “A” y “B”. 

 

5. Admisión y trámite del procedimiento. Por acuerdo de veintitrés de 

agosto de dos mil veinticuatro, el Coordinador Departamental de 

Resoluciones en Infracciones en Materia de Comercio del IMPI 

admitió a trámite la solicitud de declaración de infracción 

 

II. La comunicación pública de su obra a través de cualquiera de las siguientes 

maneras: 

[…] d) La puesta a disposición del público de sus obras, de tal forma que los 

miembros del público puedan acceder a estas obras desde el lugar y en el 

momento que cada uno de ellos elija. […]. 
2 Artículo 344. En los procedimientos relativos a la presunta violación de alguno de los 

derechos que protege esta Ley, el Instituto podrá adoptar las siguientes medidas: 

[…] VII. Ordenar al presunto infractor o a terceros la suspensión, bloqueo, remoción 

de contenidos o cese de los actos que constituyan una violación a esta Ley a través 

de cualquier medio virtual, digital o electrónico, conocido o por conocerse, y […]. 
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administrativa, ordenó emplazar por edictos al presunto infractor, 

ordenó el desahogo de pruebas para proveer sobre la medida 

provisional pedida y precisó que ésta se comunicaría a los 

proveedores del servicio de acceso a internet, en su carácter de 

terceros, solamente en el caso de incumplimiento del presunto 

infractor. 

 

6. Medida provisional. Una vez desahogadas las pruebas 

conducentes, por acuerdo de dos de septiembre de dos mil 

veinticuatro, el IMPI decretó la medida provisional solicitada, la cual 

se comunicó al presunto infractor a través de la publicación de un 

edicto, al desconocerse su identidad. 

 

7. Vinculación de terceros. Ante el incumplimiento de la medida 

provisional por el presunto infractor, por acuerdo del nueve de octubre 

de dos mil veinticuatro, el Subdirector Divisional de Infracciones 

Administrativas en Materia de Comercio del IMPI instó a los 

prestadores del servicio de acceso a internet señalados por las 

empresas denunciantes, incluida la empresa “A”, para que, en su 

carácter de terceros colaboradores, realizaran el bloqueo en sus 

plataformas electrónicas de los sitios de internet “A” y “B”. 

 

8. Se apercibió a las empresas instadas con la imposición de las 

sanciones previstas en el artículo 388 de la Ley Federal de Protección 

a la Propiedad Industrial3, en caso de que incumplieran la medida 

 
3 Artículo 388. Las infracciones administrativas a esta Ley o demás disposiciones 

derivadas de ella, serán sancionadas con: 

I. Multa hasta por el importe de doscientas cincuenta mil unidades de medida y 

actualización, vigente al momento en que se cometa la infracción, por cada conducta 

que se actualice; […]. 

II. Multa adicional hasta por el importe de mil unidades de medida y actualización, por 

cada día en que persista la infracción; 

III. Clausura temporal hasta por noventa días, 

IV. Clausura definitiva. 
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provisional en el plazo de diez días hábiles que al efecto se les otorgó, 

a partir de que surtiera efectos la notificación respectiva. 

 

9. Informe de cumplimiento. Por escrito presentado ante el IMPI el 

veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro, la empresa “A” informó 

el cumplimiento de la medida provisional, al haber bloqueado de su 

plataforma electrónica el dominio de los sitios de internet “A” y “B”. 

 

10. Juicio de amparo indirecto. Por escrito presentado el cinco de 

noviembre de dos mil veinticuatro, la empresa “A” promovió un juicio 

de amparo indirecto en contra de los siguientes actos: a) el acuerdo 

dictado el nueve de octubre de dos mil veinticuatro por el Subdirector 

Divisional de Infracciones Administrativas en Materia de Comercio del 

IMPI, a través del cual le requirió el cumplimiento de la medida 

provisional decretada en el procedimiento administrativo de origen, b) 

la fracción VII del artículo 344 de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial en que se fundó dicho requerimiento y c) el 

penúltimo párrafo del artículo 177 del Reglamento de la Ley Federal 

del Derecho de Autor, el cual señala que la orden de suspensión de 

posibles infracciones en la materia de comercio puede recaer sobre 

la comunicación al público por redes de telecomunicaciones de 

contenidos sujetos al derecho autoral4. 

 

 

Las sanciones se aplicarán en función de la gravedad de la conducta u omisión en que 

hubiera incurrido el infractor, sin existir alguna prelación específica en cuanto a su 

imposición. 
4 Artículo 177. […] La orden de suspensión o cese de los actos que presuntamente 

constituyan infracción en materia de comercio podrá recaer sobre la representación, 

recitación, ejecución pública, radiodifusión, transmisión, comunicación al público por 

redes de telecomunicaciones o cualquier otra forma de utilización o explotación de 

derechos de autor, derechos conexos, reservas de derechos, imagen de una persona, así 

como sobre todo acto que permita tener un dispositivo o sistema cuya finalidad sea 

desactivar los dispositivos electrónicos de protección de un programa de cómputo. […]. 
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11. La parte quejosa formuló siete conceptos de violación, de los cuales 

los identificados como primero, cuarto, quinto, sexto y séptimo 

controvirtieron la resolución por la cual el IMPI le requirió el 

cumplimiento de la medida provisional decretada en el procedimiento 

administrativo de origen. En cambio, los conceptos de violación 

segundo y tercero se dirigen a combatir la constitucionalidad de los 

artículos 344, fracción VII, de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial y 177, penúltimo párrafo, del Reglamento de la 

Ley Federal del Derecho de Autor, con base en los siguientes 

argumentos: 

 

• Segundo concepto de violación. Los artículos 344, fracción 

VII, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial y 

177, penúltimo párrafo, del Reglamento de la Ley Federal del 

Derecho de Autor invaden la autonomía que el artículo 28 

constitucional otorgó al extinto Instituto Federal de 

Telecomunicaciones para supervisar el cumplimiento del 

principio de neutralidad de la red. Dicho principio se traduce en 

la obligación a cargo de los concesionarios de 

telecomunicaciones que prestan los servicios de banda ancha 

e internet de garantizar a los usuarios el libre acceso a los 

contenidos, aplicaciones y servicios ofertados en ese medio. 

 

• El principio de neutralidad de la red impide que las autoridades 

y los particulares puedan bloquear los contenidos disponibles 

en las páginas electrónicas, por la afectación que supone a los 

derechos fundamentales de expresión, opinión, difusión y 

acceso a las tecnologías de la información y a los servicios de 

radiodifusión y telecomunicaciones, incluidos la banda ancha y 

el internet. 

 

• La supervisión del ámbito mencionado es una facultad 

constitucional exclusiva del órgano regulador del sector de las 

telecomunicaciones. Por lo tanto, los actos de otras autoridades 

que pudieran incidir en aquella materia carecerán de validez. 
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• Las normas reclamadas adolecen del vicio de 

inconstitucionalidad referido, pues facultan al IMPI para ordenar 

el bloqueo y suspensión de contenidos que se encuentran 

disponibles en páginas de internet, lo que viola el principio de 

neutralidad de la red, cuya vigilancia compete en exclusiva al 

órgano regulador en la materia. 

 

• Tercer concepto de violación. El artículo 344, fracción VII, de 

la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial genera 

inseguridad jurídica, pues impide ejercer los derechos 

fundamentales de expresión y acceso a la información en los 

sectores de radiodifusión y telecomunicaciones que reconoce el 

artículo 6º constitucional. 

 

• La violación del derecho a la seguridad jurídica se genera 

porque la norma reclamada resulta contraria a otras 

disposiciones de igual jerarquía, como son los artículos 7º y 145 

de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

 

• Los preceptos legales en cita recogen los trazos contenidos en 

el artículo 28 constitucional y establecen que el extinto Instituto 

Federal de Telecomunicaciones, en su carácter de órgano 

regulador de los sectores de radiodifusión y 

telecomunicaciones, era la única autoridad facultada para 

regular, mediante lineamientos generales, las cuestiones 

relacionadas con: a) la libertad de elección que tienen los 

usuarios del servicio de internet para acceder a cualquier 

contenido, aplicación o servicio ofrecido por los concesionarios 

y b) la prohibición a los concesionarios que prestan el servicio 

de acceso a internet de obstruir, interferir, inspeccionar, filtrar o 

discriminar los contenidos, aplicaciones o servicios que se 

ofertan en dicho medio. 

 

• La norma reclamada contradice la regulación de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, pues permite al IMPI 

ordenar el bloqueo y suspensión de contenidos disponibles en 

internet, lo que viola las directrices de libertad de elección y no 

discriminación que forman parte del principio de neutralidad de 

la red. 
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• Por otra parte, la norma reclamada es contraria al propósito de 

la reforma constitucional en las materias de telecomunicaciones 

y radiodifusión de dos mil trece. Como se destacó en la iniciativa 

de reforma, la dimensión colectiva de los derechos a la libertad 

de pensamiento y expresión, en el marco de las nuevas 

tecnologías de la información, impone al Estado la obligación 

de abstenerse de interferir en el libre acceso a los contenidos 

de internet y evitar su limitación por parte de terceros. El 

precepto cuestionado propicia el incumplimiento de la 

obligación mencionada, al establecer la posibilidad de que una 

autoridad administrativa (IMPI) ordene el bloqueo y suspensión 

de páginas de internet. 

 

12. Trámite del juicio de amparo. La demanda de amparo se registró 

en el Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa en la 

Ciudad de México, con el número de expediente 1768/2024 y se 

admitió a trámite por acuerdo de doce de noviembre de dos mil 

veinticuatro. Posteriormente, se tuvo como terceras interesadas a las 

empresas que instaron el procedimiento administrativo de origen. 

 

13. Sentencia del juicio de amparo. El juzgador federal celebró la 

audiencia constitucional el veintisiete de enero de dos mil veinticinco 

y dictó la sentencia respectiva, terminada de engrosar el treinta y uno 

de enero siguiente, en la cual, por una parte, desestimó las causas 

de improcedencia planteadas por las autoridades responsables y las 

terceras interesadas y, por otra parte, negó el amparo.  

 

14. El Juez de Distrito calificó infundados los conceptos de violación 

segundo y tercero que plantearon la inconstitucionalidad de las 

normas reclamadas, bajo la consideración relativa a que no invaden 

la autonomía que el artículo 28 constitucional otorgó al extinto Instituto 

Federal de Telecomunicaciones para supervisar el cumplimiento del 

principio de neutralidad de la red, además de que no son 
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contradictorias con los artículos 7º y 145 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

 

15. Una vez agotado el análisis de constitucionalidad, el Juez de Distrito 

desestimó los restantes conceptos de violación que combatieron la 

resolución del IMPI que requirió a la empresa “A” el cumplimiento de 

la medida provisional decretada en el procedimiento administrativo de 

origen. 

 

16. Amparo en revisión. La empresa “A”, por conducto de su autorizado, 

interpuso el dieciocho de febrero de dos mil veinticinco un recurso de 

revisión en contra de la sentencia dictada en el juicio de origen, en el 

cual propuso dos agravios, de los cuales el primero se dirigió a 

cuestionar la negativa del amparo en contra de las normas 

reclamadas, en tanto que el segundo controvirtió la desestimación del 

sexto concepto de violación que se relacionó con la resolución 

reclamada. 

 

17. Revisiones adhesivas. El veintiocho y el treinta y uno de marzo de 

dos mil veinticinco, las empresas terceras interesadas y el 

Subdirector Divisional de Amparos de la Dirección Divisional de 

Asuntos Jurídicos del IMPI, este último en representación del 

Subdirector Divisional de Infracciones Administrativas en Materia de 

Comercio de dicho instituto, interpusieron sendos recursos de 

revisión adhesiva, cuyos agravios se dirigieron a desvirtuar los 

argumentos de la revisión principal. 

 

18. Trámite de la revisión. El Décimo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito admitió a trámite el amparo en 

revisión con el número de expediente 210/2025. Por acuerdo de 

cuatro de abril de dos mil veinticinco se admitieron las revisiones 

adhesivas. 
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19. El Tribunal Colegiado del conocimiento dictó sentencia el cuatro de 

diciembre de dos mil veinticinco, en la cual se declaró legalmente 

incompetente y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación para resolver el problema de constitucionalidad subsistente 

por las normas reclamadas. 

 

20. Radicación del presente asunto y trámite. Por acuerdo de cinco de 

enero de dos mil veintiséis, el Ministro Presidente de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación registró los recursos de revisión con el 

número de expediente 625/2025 y los admitió a trámite únicamente 

por el problema de constitucionalidad subsistente por el artículo 344, 

fracción VII, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

Asimismo, se turnó el asunto a la ponencia del Ministro Arístides 

Rodrigo Guerrero García para elaborar el proyecto de sentencia 

correspondiente. 

 

21. Alegatos. Mediante acuerdos de cuatro de febrero y treinta y uno de 

marzo de dos mil veintiséis se tuvieron por presentados los alegatos 

formulados por la representación ministerial y por las terceras 

interesadas, en los cuales plantean, entre otras cosas, la inoperancia 

de los agravios de la revisión principal. 

 

II. COMPETENCIA 

 

22. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 

conocer del presente recurso de revisión5, porque se interpuso en 

 
5 De conformidad con los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), y 83 de la Ley de Amparo; 

y 16, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 

con el inciso a) de la fracción VIII del punto segundo del Acuerdo General número 

2/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de 
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contra de la sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto en el 

cual se reclamó un precepto de una ley federal por el cual no se ha 

emitido jurisprudencia. 

 

III. PRESUPUESTOS PROCESALES 

 

23. Oportunidad y legitimación. Es innecesario el análisis de la 

oportunidad de los recursos de revisión principal y adhesivos, así 

como de la legitimación de los recurrentes, pues el Décimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito se ocupó de 

ello en la resolución que dictó en el amparo en revisión 210/2025 de 

su índice. 

 

IV. PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 

24. El presente asunto es procedente porque se trata de un amparo en 

revisión planteado en contra de la sentencia dictada por un Juez de 

Distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto, 

en el cual subsiste el problema de constitucionalidad por una 

disposición normativa de carácter federal. 

 

25. Por otra parte, cabe precisar que en la sentencia recurrida se agotó 

el análisis de las causas de improcedencia planteadas en el juicio de 

origen, sin que en los agravios de los recursos de revisión se hayan 

hecho valer otros motivos de improcedencia, además de que este 

Tribunal Pleno no advierte en forma oficiosa la configuración de algún 

otro. 

 

 

 

 

septiembre de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia 

y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales. 
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V. PRECISIÓN DE LA LITIS 

 

26. De manera previa, se precisa que la materia del presente recurso, en 

lo que es competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, se limita al análisis y calificación del primer agravio de la 

revisión principal, el cual se refiere a la impugnación de la 

constitucionalidad del artículo 344, fracción VII, de la Ley Federal de 

Protección a la Propiedad Industrial. 

 

VI. ESTUDIO 

 

27. Como se explicará en los párrafos subsecuentes, los planteamientos 

de la parte recurrente resultan insuficientes para examinar en el fondo 

la validez abstracta de las normas reclamadas, en cuanto a la facultad 

que otorgan al IMPI para ordenar el bloqueo de páginas de internet, 

pues no combaten la totalidad de las razones por las cuales el Juez 

de Distrito negó el amparo. 

 

28. Sin que el pronunciamiento que al efecto habrá de emitirse suponga 

la tácita convalidación de supuestos actos de censura de contenidos 

difundidos a través de medios electrónicos, dado que el análisis se 

centrará exclusivamente en la inoperancia de los argumentos de 

agravio. 

 

29. El primer agravio de la revisión principal plantea, en lo sustancial, que 

de manera contraria a lo considerado por el Juez de Distrito, el 

artículo 344, fracción VII, de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial invade la autonomía que el artículo 28 

constitucional otorgó al extinto Instituto Federal de 

Telecomunicaciones para regular las actividades que pudieran 

afectar el principio de neutralidad de la red, pues permite al IMPI 
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ordenar el bloqueo de páginas de internet, a pesar de que es una 

atribución reservada en exclusiva al mencionado Instituto. 

 

30. En la sentencia combatida se calificaron infundados los argumentos 

de inconstitucionalidad de las normas reclamadas que se formularon 

en los conceptos de violación segundo y tercero, de conformidad con 

las siguientes consideraciones: 

 

• Son infundados los argumentos del segundo concepto de 

violación relativos a que las normas reclamadas invaden la 

autonomía que el artículo 28 constitucional otorga al órgano 

regulador del sector de las telecomunicaciones para supervisar 

el cumplimiento del principio de neutralidad de la red. 

 

• El artículo 28 constitucional, en su texto vigente en la fecha de 

emisión de la resolución reclamada, otorgaba facultades al 

extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones, en su carácter 

de órgano autónomo, para regular el desarrollo eficiente de los 

sectores de radiodifusión y telecomunicaciones, en los términos 

que fijen las leyes. 

 

• Las normas reclamadas, al facultar al IMPI para ordenar la 

suspensión, bloqueo o remoción de contenidos difundidos a 

través de internet, no invaden la competencia del extinto 

Instituto Federal de Telecomunicaciones, pues dicha 

disposición es congruente con el artículo 189 de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, el cual impone a los 

concesionarios de telecomunicaciones, autorizados y 

proveedores de los servicios de aplicaciones y contenidos, la 

obligación de atender los mandamientos por escrito, fundados 

y motivados de las autoridades competentes. 

 

• Las normas reclamadas no se contraponen a los artículos 7º y 

145 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

 

• El segundo párrafo del primero de los preceptos legales 

mencionados enlista las atribuciones del extinto Instituto 

Federal de Telecomunicaciones para regular, entre otras 
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actividades, la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones y establece la siguiente salvedad: “sin 

perjuicio de las atribuciones que corresponden a otras 

autoridades en los términos de la legislación correspondiente”.  

 

• La anterior expresión evidencia que la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión reconoce que otros 

ordenamientos legales pueden otorgar facultades a autoridades 

distintas del extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones 

para formular requerimientos a los concesionarios y agentes 

que presten los servicios de telecomunicaciones, radiodifusión, 

banda ancha e internet. 

 

• Por otra parte, los argumentos de la quejosa parten de una 

premisa incorrecta, pues las normas reclamadas no interfieren 

en la prestación de los servicios de telecomunicaciones. En vía 

de consecuencia, tampoco se afecta el principio de neutralidad 

de la red, en tanto que la facultad del IMPI para requerir el 

auxilio de terceros para suspender, bloquear o remover 

contenidos de internet se limita al ámbito de sus atribuciones 

para verificar y sancionar posibles infracciones a la Ley Federal 

de Protección a la Propiedad Industrial. 

 

• Es infundado el tercer concepto de violación, en el cual la 

quejosa señala que el artículo 344, fracción VII, de la Ley 

Federal de Protección a la Propiedad Industrial viola el derecho 

a la seguridad jurídica, en relación con los derechos 

fundamentales de expresión y acceso a la información en los 

sectores de telecomunicaciones y radiodifusión. 

 

• En las jurisprudencias P./J. 25/2007 y P./J. 26/2007, el Tribunal 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó 

que los derechos a la libertad de expresión y el acceso a la 

información no son absolutos, pues se encuentran limitados por 

el respeto a los derechos de terceros y al orden público6. 

 

 
6 De los rubros respectivos: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIONES DE SU 

CONTENIDO” y “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES”. Dichos criterios 

están publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, 

mayo de 2007, páginas 1520 y 1523. Novena Época. Registros digitales: 172479 y 

172476. 
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• Las disposiciones contenidas en las normas reclamadas 

persiguen un fin legítimo, pues la medida provisional 

consistente en la suspensión, bloqueo y remoción de los 

contenidos que se difunden en páginas de internet tiende a 

tutelar los derechos de autor de terceros, lo que está reconocido 

y protegido por el artículo 28 constitucional.  

 

• La medida provisional en análisis cumple los requisitos de 

necesidad y proporcionalidad, porque: a) impide la visualización 

gratuita de contenidos cinematográficos en sitios de internet 

que no cuentan con la autorización de sus titulares para 

difundirlos, lo que es acorde con la protección del derecho 

autoral y b) la restricción de que se trata no es absoluta, pues 

no se bloquearán o removerán todos los contenidos de las 

páginas de internet, sino únicamente aquellos que infrinjan las 

disposiciones de la Ley Federal de Protección a la Propiedad 

Industrial. 

 

31. Los argumentos de la recurrente principal no combaten la totalidad de 

las anteriores consideraciones, por las cuales se negó el amparo en 

contra de las normas reclamadas, pues se limitan a plantear lo 

siguiente: 

 

• Primer agravio. La sentencia recurrida está indebidamente 

fundada y motivada porque resultó incorrecta la conclusión del 

Juez de Distrito en el sentido de que las normas reclamadas no 

invaden la autonomía que el artículo 28 constitucional otorgó en 

exclusiva al extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones 

para regular las actividades que pudieran afectar el principio de 

neutralidad de la red. 

 

• Si bien no hay una definición única del principio de neutralidad 

de la red, éste se traduce en la garantía para que los usuarios 

de internet puedan acceder libremente a todos los contenidos, 

aplicaciones y servicios de su elección, lo que a su vez impone 

a los prestadores del servicio de acceso a internet el deber de 

dar un mismo trato al tráfico generado por sus usuarios, 

independientemente de su contenido, origen o destino. 
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• Es por ello, que cualquier acto dirigido a bloquear, interferir, 

discriminar, entorpecer o restringir el derecho de los usuarios 

de internet para utilizar, enviar, recibir u ofrecer contenidos 

digitales afecta el principio en cuestión. 

 

• Las anteriores directrices se encuentran plasmadas en el 

artículo 145 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 

Radiodifusión y en los “Lineamientos para la gestión de tráfico 

y administración de red a que deberán sujetarse los 

concesionarios y autorizados que presten el servicio de acceso 

a Internet”, emitidos por el extinto Instituto Federal de 

Telecomunicaciones mediante acuerdo publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el cinco de julio de dos mil veintiuno. 

 

• Del marco normativo en cita se advierte que las normas 

reclamadas resultan inconstitucionales, pues permiten al IMPI 

ordenar el bloqueo de páginas de internet, a pesar de que el 

artículo 28 de la Carta Magna reservó dicha atribución en forma 

exclusiva al extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones, al 

ser el ente facultado para regular los actos que pudieran incidir 

en la neutralidad de la red. 

 

• No obsta para la anterior conclusión, que el artículo 189 de la 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión señale que 

los concesionarios de telecomunicaciones están obligados a 

atender los mandamientos por escrito emitidos por autoridades 

competentes, pues esta última condición no se actualiza, dado 

que el IMPI carece de facultades en la materia de neutralidad 

de la red. 

 

• Segundo agravio. Fue desacertado que el Juez de Distrito 

calificara inoperante el sexto concepto de violación que se 

dirigió a combatir la resolución reclamada por afectar el derecho 

de acceso a internet reconocido por el artículo 6º constitucional 

en favor de los usuarios de dicho servicio, bajo la consideración 

de que la empresa quejosa no está legitimada para defender los 

intereses de ese sector de la población. 

 

• El juzgador federal soslayó que el interés de la empresa 

quejosa deriva del requerimiento que le formuló el IMPI para 
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bloquear el acceso a dos páginas electrónicas en la plataforma 

que opera para prestar el servicio de acceso a internet, pues 

con ello se le obligó a infringir su deber de garantizar tanto el 

principio de neutralidad de la red, como el ejercicio de los 

derechos de sus usuarios para acceder a internet y a la 

información difundida a través de ese medio.  

 

• En todo caso, el concepto de violación referido debió calificarse 

fundado, pues la resolución reclamada afecta el principio de 

indisponibilidad del espacio virtual del Estado, porque implica 

un acto de censura previa. 

 

• La medida provisional ordenada a la empresa quejosa resultó 

desproporcional e injustificada porque no se limitó a un bloqueo 

parcial de contenidos que pudieran afectar derechos autorales, 

sino que se decretó sobre dos páginas de internet en su 

totalidad, lo que equivale a una supresión absoluta. 

 

32. El primer agravio de la revisión principal se limita a reiterar los 

argumentos desestimados por el juzgador federal, relativos a que las 

normas reclamadas invaden la competencia exclusiva que los 

artículos 28 constitucional y 145 de la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión reservaron al extinto Instituto 

Federal de Telecomunicaciones para ordenar el bloqueo de páginas 

de internet, porque permiten que el IMPI emita ese tipo de actos, a 

pesar de que es el ente regulador de las telecomunicaciones el único 

órgano facultado para adoptar medidas dirigidas a garantizar la 

neutralidad de la red. 

 

33. No obstante, la recurrente principal no combate la totalidad de las 

consideraciones por las cuales el Juez de Distrito sostuvo la 

constitucionalidad de los preceptos combatidos, que se refirieron a lo 

siguiente: 

 

1. El artículo 28 constitucional, en su texto vigente en la época 

en que se emitió la resolución reclamada, sujetó las facultades 



AMPARO EN REVISIÓN 625/2025 

18 

de regulación del extinto Instituto Federal de 

Telecomunicaciones al marco legal expedido por el Poder 

Legislativo. 

 

2. Como parte del marco normativo aplicable, el artículo 189 de 

la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión impuso 

a los concesionarios de telecomunicaciones, autorizados y 

proveedores de los servicios de aplicaciones y contenidos, la 

obligación de atender los mandatos legales emitidos por 

cualquier autoridad competente, distinta del extinto Instituto 

Federal de Telecomunicaciones. 

 

3. En línea con la anterior directriz, los artículos 7º y 145 de la 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

dispusieron que las facultades de regulación del extinto 

Instituto Federal de Telecomunicaciones sobre los servicios de 

telecomunicaciones no se sobreponen a las atribuciones que 

corresponde ejercer a otras autoridades en los términos de la 

legislación correspondiente.  

 

4. La anterior directriz se traduce en que otros ordenamientos 

legales pueden otorgar facultades a autoridades distintas del 

extinto Instituto Federal de Telecomunicaciones para formular 

requerimientos a los concesionarios y agentes que presten los 

servicios de telecomunicaciones, radiodifusión, banda ancha e 

internet, como sucede en el presente caso. 

 

5. Las normas reclamadas no interfieren en la prestación de los 

servicios de telecomunicaciones ni afectan el principio de 

neutralidad de la red, porque la facultad del IMPI para requerir 

el auxilio de terceros para suspender, bloquear o remover 
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contenidos de internet se limita al ámbito de sus atribuciones 

para verificar y sancionar posibles infracciones a la Ley 

Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 

6. El artículo 344, fracción VII, de la Ley Federal de Protección a 

la Propiedad Industrial no viola los derechos a la libertad de 

expresión y el acceso a la información, pues éstos se 

encuentran limitados por el respeto a los derechos de terceros 

y al orden público, en tanto que la medida provisional 

consistente en la suspensión, bloqueo y remoción de los 

contenidos que se difunden en páginas de internet tiende a 

tutelar los derechos de autor de terceros, lo que está protegido 

por el artículo 28 constitucional.  

 

7. La medida provisional en análisis cumple los requisitos de 

necesidad y proporcionalidad, porque impide la visualización 

gratuita de contenidos cinematográficos en sitios de internet 

que no cuentan con la autorización de sus titulares para 

difundirlos, lo que es acorde con la protección del derecho 

autoral. Además, la restricción que establecen las normas 

reclamadas no es absoluta, pues el bloqueo o remoción de 

contenidos en internet se limita a aquellos que infrinjan los 

derechos patrimoniales derivados de obras protegidas por el 

derecho de autor. 

 

34. La falta de impugnación de la totalidad de las consideraciones en las 

que se sustentó la negativa del amparo en contra de las normas 

reclamadas puede esquematizarse, de manera sintética, en la 

siguiente tabla comparativa: 
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Sentencia recurrida Argumentos de la 
recurrente 

1. El artículo 28 constitucional 
sujeta las facultades de regulación 
del extinto Instituto Federal de 
Telecomunicaciones al marco legal 
aplicable, como son los artículos 
7º, 145 y 189 de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, que obligan a los 
concesionarios de 
telecomunicaciones a atender los 
mandatos que cualquier autoridad 
competente distinta de dicho 
instituto emita conforme a la 
legislación respectiva. 

El primer agravio reitera el 
planteamiento relativo a que 
las normas reclamadas 
invaden la competencia del 
extinto Instituto Federal de 
Telecomunicaciones para 
garantizar la neutralidad de la 
red, porque permiten al IMPI 
ordenar el bloqueo de páginas 
de internet, a pesar de que es 
una facultad reservada 
constitucionalmente al ente 
regulador de las 
telecomunicaciones. 

2. La facultad del IMPI para 
requerir el bloqueo de contenidos 
de internet no afecta el principio de 
neutralidad de la red, porque 
aquélla se limita al ámbito de sus 
atribuciones para verificar y 
sancionar posibles infracciones a 
la Ley Federal de Protección a la 
Propiedad Industrial. 

No se combate. 

3. Los derechos a la libertad de 
expresión y de acceso a la 
información no son absolutos, 
pues están limitados por el respeto 
a los derechos de terceros y al 
orden público. Por lo tanto, la 
medida de bloqueo de páginas de 
internet que prevén las normas 
reclamadas no viola los derechos 
mencionados, porque se dirige a 
proteger la propiedad intelectual y 
autoral, lo que está tutelado por el 
artículo 28 constitucional. 

No se combate. 

4. La medida analizada es 
necesaria y proporcional porque 
impide visualizar contenidos en 
internet difundidos sin autorización 
de sus titulares, lo que está 
protegido por el derecho autoral.  

No se combate. 

5. Las normas reclamadas no 
prevén una restricción absoluta 

No se combate. 



AMPARO EN REVISIÓN 625/2025 

21 

porque el bloqueo de contenidos 
en internet se limita a aquellos que 
pudieran infringir derechos 
patrimoniales derivados de obras 
protegidas por el derecho de autor. 

 

35. Cabe precisar que las temáticas abordadas en las anteriores 

consideraciones guardan una estrecha relación entre sí, lo que 

refuerza la conclusión relativa a que la parte recurrente debió 

combatirlas en su totalidad, pues los argumentos de 

inconstitucionalidad desestimados por el juzgador federal se hicieron 

depender de la premisa de que el IMPI no estaría facultado para 

ordenar el bloqueo de páginas de internet, a pesar de que pudieran 

afectar derechos intelectuales y autorales, al ser una atribución 

reservada al órgano regulador de las telecomunicaciones. 

 

36. En consecuencia, dado que los argumentos expresados en el primer 

agravio de la revisión principal no combaten la totalidad de las 

consideraciones en las que se basó la negativa del amparo en contra 

de las normas reclamadas, sin que en el caso proceda suplir la 

deficiencia de la queja, al tratarse de un asunto en materia 

administrativa en el que no se actualizó alguna de las hipótesis 

previstas en el artículo 79 de la Ley de Amparo, procede 

desestimarlos por inoperantes. 

 

37. Sirve de apoyo la jurisprudencia 1a./J. 19/2012 (9a.) de la extinta 

Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que es 

del tenor siguiente: 

 

AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO 
COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES CONTENIDAS EN 
LA SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido criterio reiterado de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los agravios son 
inoperantes cuando no se combaten todas y cada una de las 
consideraciones contenidas en la sentencia recurrida. Ahora bien, 
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desde la anterior Tercera Sala, en su tesis jurisprudencial número 
13/90, se sustentó el criterio de que cuando el tribunal de amparo no 
ciñe su estudio a los conceptos de violación esgrimidos en la 
demanda, sino que lo amplía en relación a los problemas debatidos, 
tal actuación no causa ningún agravio al quejoso, ni el juzgador de 
amparo incurre en irregularidad alguna, sino por el contrario, actúa 
debidamente al buscar una mejor y más profunda comprensión del 
problema a dilucidar y la solución más fundada y acertada a las 
pretensiones aducidas. Por tanto, resulta claro que el recurrente está 
obligado a impugnar todas y cada una de las consideraciones 
sustentadas por el tribunal de amparo aun cuando éstas no se ajusten 
estrictamente a los argumentos esgrimidos como conceptos de 
violación en el escrito de demanda de amparo.7 

 

38. Finalmente, debe precisarse que esta sentencia no conlleva un 

pronunciamiento sobre la validez abstracta de las normas 

reclamadas, en cuanto a la facultad que otorgan al IMPI para 

ordenar el bloqueo de páginas de internet, ni contiene alguna 

expresión que valide la censura de contenidos difundidos a 

través de medios electrónicos, pues la confirmación del fallo 

recurrido derivó de la insuficiencia de la impugnación formulada 

en su contra, lo que constituye un obstáculo técnico que impide 

realizar un análisis de fondo. 

 

VII. RESERVA DE JURISDICCIÓN 

 

39. En atención al artículo 93 de la Ley de Amparo y, dado que el Tribunal 

Colegiado que previno en el conocimiento del asunto no se pronunció 

sobre el tema de legalidad subsistente en el segundo agravio de la 

revisión principal que se dirigió a cuestionar la negativa del amparo 

en contra de la resolución reclamada, ni sobre las revisiones 

adhesivas, procede reservarle jurisdicción, a efecto de que se avoque 

a su estudio y resolución, en términos del Acuerdo General 2/2025 

(12a.) del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 
7 El criterio en cita está publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Libro XIII, octubre de 2012, Tomo 2, página 731. Décima Época. Registro digital: 

159947. 
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VIII. DECISIÓN 

 

40. Al haber resultado inoperante el agravio relacionado con el problema 

de constitucionalidad subsistente por el artículo 344, fracción VII, de 

la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, en lo que es la 

materia de la revisión, competencia de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, procede confirmar la sentencia recurrida, 

negar el amparo en contra de aquella disposición normativa y 

reservar jurisdicción al Tribunal Colegiado que previno en el 

conocimiento del asunto, a efecto de que estudie y resuelva las 

cuestiones de legalidad subsistentes en la revisión principal, así como 

las revisiones adhesivas. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. En lo que fue la materia de la revisión, competencia de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se confirma la 

sentencia recurrida. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la 

empresa “A”, en contra del artículo 344, fracción VII, de la Ley Federal 

de Protección a la Propiedad Industrial. 

 

TERCERO. Se reserva jurisdicción al Décimo Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, para los efectos 

precisados en esta resolución. 
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Notifíquese; conforme a derecho corresponda, devuélvanse los 

autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese 

el expediente como asunto concluido. 

En términos de lo previsto en los artículos 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública; así como el Acuerdo General 11/2017 del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario 

Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente 

como reservada o confidencial que se encuentra en esos supuestos normativos.  


